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A los miles de líderes y lideresas sociales que entregaron sus vidas por un mejor país. Escribiendo estas páginas recordé un hecho que marcó este baño de sangre: cuando apenas comenzaba mi trabajo de investigador, asesinaron a Ana Fabricia Córdoba. A ella la violencia la persiguió de manera implacable. A su memoria.
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INTRODUCCIÓN

Las cifras oficiales de la Defensoría del Pueblo indican que cada dos días es asesinado un líder social en Colombia; al sumar amenazas, atentados, desapariciones forzadas y otro tipo de ataques, se podría decir que diariamente se cometen dos victimizaciones. Entre 2016 y 2019 fueron asesinados alrededor de seiscientos líderes sociales. Departamentos como Cauca, Antioquia y Valle del Cauca han sufrido un verdadero baño de sangre. Se podría decir que se está masacrando la democracia colombiana.

La particularidad de este fenómeno es que la mortandad parece invisible. Si bien es clara la sensibilidad que despiertan los casos, pareciera que la mayoría de la población ve la victimización como una tragedia de alguien ajeno a nuestra sociedad, es decir, muchos lamentan los homicidios, pero piensan que al final no los afectan. Incluso, la mayoría de los colombianos creen que la democracia no tiene problemas y que, aunque hay corrupción, los problemas en general son ‘normales’. De hecho, buena parte de los ciudadanos creen que los problemas reales están en Venezuela o en naciones abiertamente dictatoriales. No aquí. Me atrevo a decir que la principal conclusión del libro es que la victimización a un líder social es una herida profunda para la democracia. Es como si la estuviéramos matando.

El presente libro intenta responder tres preguntas. Por un lado, las cuestiones obvias: quién está matando los líderes sociales y por qué. Pero hay una inquietud adicional: qué pasa en las zonas o territorios donde estos líderes fueron asesinados o amedrentados. Los hallazgos son increíbles.

En general se puede decir que la destrucción de los liderazgos y de los movimientos sociales está llevando a la creación en Colombia de autoritarismos subnacionales, unos enclaves autoritarios donde no hay oposición, nadie hace control político y en general se da una situación de homogeneización política en la que el disenso es castigado con la muerte o el desplazamiento.

Estas formas de gobierno son controladas por clanes políticos, algunos con abiertos vínculos ilegales y otros con la imagen ya lavada, según la zona. Lo cierto es que la victimización a líderes lleva a la instauración de esos enclaves. Dichos sistemas de facto funcionan bajo la modalidad de autoritarismos competitivos porque participan en las elecciones y aparentan respetar el sistema democrático, pero en el fondo no existe oposición ni control político y en consecuencia las elecciones no son equitativas.

Otra idea interesante es que la violencia procesa la dinámica política. Durante las elecciones de 2019 se produjo un aumento importante de hechos violentos contra candidatos. Igualmente, en muchos casos se detectó que los líderes afectados eran aquellos que presentaban denuncias o simplemente enviaban derechos de petición para obtener información sobre contratación o inversión pública. A nivel local se ven como personas que cuestionan la estructura de poder dominante y automáticamente son víctimas de agresiones. Estas disputas son palpables en los niveles municipal, departamental y nacional, pero también se registraron numerosos episodios de violencia por el poder en niveles micro, como en las Juntas de Acción Comunal.

Así, la utilización de la violencia se convirtió en una costumbre para tramitar disputas políticas. A esta práctica se suma la disponibilidad de un mercado criminal bastante amplio en Colombia. Es lo que se podría denominar el reciclaje de una guerra. Producto de las décadas de conflicto armado y de la economía de guerra, en muchos lugares de Colombia existe un “ejército de reserva criminal”, es decir, mercenarios que venden servicios de seguridad al mejor postor. Un alcalde, un político, un empresario, un compañero de una Junta de Acción Comunal o cualquier ciudadano puede contratar sicarios y mandar a asesinar líderes sociales.

Luego de la revisión de datos, el análisis geográfico, versiones de organizaciones sociales y autoridades, es posible llegar a cinco grandes conclusiones.

La principal es que el que mata no es el mismo y en eso el Gobierno tiene razón, pero la sistematicidad pareciera estar desde el perfil de la víctima. No mata el mismo, pero matan a los mismos. Los perfiles de los asesinados son muy parecidos. Esto plantea una diferencia sustancial entre autores materiales de los asesinatos, en su mayoría sicarios, y los determinadores o autores intelectuales. Pareciera que el Estado colombiano se concentra en los primeros para negar la sistematicidad. A los sicarios los contratan actores legales e ilegales y muchas veces no saben quién les pagó.

De fondo, esta conclusión resuelve el debate eterno entre la sistematicidad y la no sistematicidad de las agresiones. De hecho, hay una notable concentración geográfica en la victimización a líderes sociales. Los peores índices están registrados en los departamentos de Antioquia, Valle del Cauca y Cauca. Es decir, matan perfiles similares y en los mismos sitios. Por tanto, decir que este fenómeno es aleatorio e imposible de prevenir resulta a todas luces falso. Hay un argumento adicional, como se verá en el primer capítulo: estas concentraciones son muy parecidas a las que se dieron durante la época de la guerra sucia contra la Unión Patriótica. Durante más de treinta años se ha asesinado en las mismas zonas y es como si no hubiera pasado nada.

La segunda conclusión es que, al revisar los datos históricos, pareciera que la actual victimización a líderes sociales es una fase dentro de muchas otras en una historia larga de destrucción de la democracia. El primer estadio de esta situación se da con la violencia generalizada, donde ocurren muchos homicidios, masacres y desplazamientos forzados. Esta ola de violencia es corta y no dura más de unos cuantos años, hasta cuando se produce la homogeneización política, pues miles de personas salen de un territorio y en la zona sólo queda un grupo poblacional sometido a una estructura armada ilegal. Esto provoca modificaciones en el censo electoral, en la propiedad agraria y en el aparato productivo de la región. Los mejores ejemplos de esta situación son la costa caribe hace veinte años o en la actualidad el Bajo Cauca antioqueño.

Luego viene un segundo escenario, el de la violencia selectiva, que llama la atención porque los niveles de violencia generalizada descienden, pero la mayoría de los disensos han sido doblegados. Parecen territorios pacificados, pero en el fondo, las estructuras políticas beneficiadas de la ola de violencia avanzan en un proceso de consolidación y blanqueo de imagen que puede tardar varios años. El mejor ejemplo de este tipo de territorios es la región del Urabá, tanto antioqueño como chocoano.

Un tercer escenario se da cuando ya existe el autoritarismo: no hay oposición, los niveles de violencia generalizada y selectiva son muy bajos y la clase política beneficiada por la homogeneización está libre de apremios judiciales. El mejor ejemplo de este fenómeno es lo que actualmente sucede en la costa caribe colombiana.

El silenciamiento de los líderes sociales no se logra únicamente con el homicidio. Esto quiere decir que la reducción de los homicidios no es necesariamente una victoria de la política pública o de la estrategia de seguridad de un Estado. Esto podría depender de varios factores.

Los homicidios de líderes sociales se pueden tomar como casos ejemplarizantes. Las organizaciones criminales y los autores intelectuales o determinadores ya no asesinan treinta o cuarenta personas, sino que matan un líder y con ello desestructuran un movimiento social. El crimen racionaliza la violencia. La investigación encontró que la reducción de homicidios de líderes sociales en algunas zonas entre 2018 y 2019 obedeció a tres razones:

Control hegemónico por parte de alguna organización criminal. El mejor ejemplo, como lo veremos en el capítulo cuatro, es que algún actor criminal ganó la disputa, sometió a toda una población y en consecuencia se redujeron los homicidios.

Se ha asesinado a la mayoría de los líderes y el movimiento social está desestructurado. Es decir, ya no hay más a quién matar.

Efectividad de la política pública. La disuasión juega un papel importante en algunos casos. Por ejemplo, luego del asesinato de María del Pilar Hurtado en el sur de Córdoba en 2019, el impacto mediático fue tan grande, que por varios meses los asesinatos se detuvieron. Las autoridades judiciales y policiales se volcaron a la zona y por ende muchos determinadores disminuyeron los niveles de intimidación.

La siguiente gráfica muestra la evolución del asesinato de líderes sociales según la Defensoría del Pueblo entre 2016 y 2019. Nótese la reducción entre 2018 y 2019.
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Defensoría del Pueblo. Enero de 2020.

La siguiente gráfica muestra los datos anuales de homicidios de líderes y lideresas sociales, según Somos Defensores. Se debe tener en cuenta que la cifra es parcial, pues al cierre del presente libro, aún había procesos de verificación.

Homicidios líderes sociales. 2002-2019
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Base de datos Somos defensores.

La siguiente gráfica muestra el asesinato de líderes sociales, según el Centro Nacional de Memoria Histórica.

Homicidios líderes sociales. 2002-2018
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Centro Nacional de Memoria Histórica.

Al examinar estas tres fuentes de datos surge una pregunta: ¿Cómo puede sobrevivir una democracia como la colombiana con estos niveles de victimización? En todo caso, se nota una reducción entre los años 2018 y 2019.

La tercera conclusión es que en las elecciones locales de octubre de 2019 sucedieron dos hechos importantes. Por un lado, la violencia selectiva aumentó con más de una veintena de muertos y un centenar de hechos de violencia. Este tipo de agresión había disminuido desde 2010 y por primera vez se quebró esa tendencia. Por otro lado, el día de las elecciones, 27 de octubre, fue el más pacífico en los últimos treinta años y únicamente se produjeron dos hechos de violencia, uno de ellos, en La Macarena, departamento de Meta, que obligó al traslado de un puesto de votación donde podían sufragar 186 personas. Hace veinte o 25 años eran centenares de puestos trasladados. Este tipo de violencia del día D era realizado principalmente por grupos guerrilleros. Así las cosas, aumentó la violencia selectiva electoral y disminuyó el saboteo electoral.

Por tanto, se puede concluir que la violencia electoral fue ejercida como mecanismo de competencia política y afectó principalmente a liderazgos y actores políticos de carácter local. Como se verá más adelante, los candidatos y precandidatos a alcaldías, los concejales electos y los candidatos a concejos fueron las víctimas más comunes de la violencia electoral, con el 62,7 % de las víctimas registradas en las bases de datos de PARES. Es decir, fue una violencia planeada e instigada por competidores políticos y no por grupos armados ilegales.

Llama la atención que, según la Fundación Paz y Reconciliación, en 2019 fueron agredidas personas de todos los espectros políticos. Los sectores más victimizados fueron las coaliciones de oposición y de gobierno, justamente las de mayor potencial en las elecciones nacionales.

La cuarta conclusión es que un análisis geográfico de la victimización contra líderes sociales y de la violencia política permite hacer dos tipos de interpretaciones. Por un lado, la violencia atraviesa zonas de posconflicto y zonas que no tienen esa característica. Es decir, no resulta del todo sostenible interpretar que estas situaciones son normales por el reacomodamiento criminal derivado del proceso de transición. Si bien pareciera que la violencia se centró en este tipo de territorios durante algunos años, en un análisis de largo plazo la situación no es tan clara. Principalmente en lo que tiene que ver con la violencia política, una buena parte de este tipo de violencia ocurrió en zonas donde no hay un vacío de poder dejado por la extinta guerrilla de las FARC y donde además no habían operado durante los diez años anteriores al proceso de paz. El norte del Valle o algunas zonas de la costa atlántica son un buen ejemplo de ello. Por otro lado, existen constantes geográficas en las victimizaciones. Son los mismos departamentos y regiones afectadas por décadas con este tipo de violencia selectiva.

La última conclusión se refiere al papel del Estado. Nuevamente en este punto habría tres líneas de análisis. Por un lado, se equivocan aquellos que dicen que el Estado no ha hecho nada. De hecho, hay acciones importantes realizadas, incluso por recomendación de organizaciones sociales. Sin embargo, el impacto ha sido bastante bajo. Pero se ha intentado hacer cosas. En segundo lugar, la mayoría de las medidas son leyes y decretos que crean numerosas instancias institucionales inoperantes y hasta contradictorias. Ante cada crisis se emite un nuevo decreto y se crea una nueva instancia. Por último, el gobierno del presidente Iván Duque creó el PAO o Plan de Acción Operativa, que estableció nuevas instancias en un claro retroceso frente a lo logrado en el Acuerdo de Paz. Aun con este panorama, el papel del Cuerpo Élite de la Policía y la Defensoría del Pueblo han sido destacados porque han liderado procesos de protección individual y colectiva en todo el país.

Este libro fue dividido en cuatro capítulos. El primero es un diagnóstico pormenorizado de la victimización a líderes sociales con base en datos de Somos Defensores, la Defensoría del Pueblo, el Centro Nacional de Memoria Histórica y Naciones Unidas. El análisis cubre el período 2010-2019. El segundo capítulo aborda la violencia política ocurrida en 2019 y contrasta lo sucedido en jornadas electorales anteriores. En estos dos capítulos iniciales se intentará responder las preguntas de quién asesina a los líderes sociales, por qué los matan y dónde ocurren las victimizaciones.

El tercer capítulo aborda la pregunta de qué hace el Estado. Allí se realiza un análisis minucioso de instancias, decretos, leyes y acciones que ha desarrollado el Estado colombiano en los últimos tres períodos presidenciales. Además, se estudian los efectos de estas medidas sobre el terreno. Por último, el capítulo cuarto responde la pregunta de qué pasa en las zonas donde han victimizado a líderes sociales. Para hacerlo se apela a estudios regionales con análisis comparativos.

En el proceso de cierre de este libro, terminado sobre el límite del tiempo, no se detenía el desangre de la democracia colombiana. El 19 de marzo de 2020, en plena crisis del Covid-19 o coronavirus, cuando varias ciudades se preparaban para el simulacro de aislamiento y mientras el Gobierno anunciaba el confinamiento forzoso hasta el 13 de abril, fueron asesinados tres líderes sociales. Uno en Antioquia, otro en Norte de Santander y tal vez, el caso más doloroso, porque conocí a la víctima, sucedió en Putumayo.

Marco Rivadeneira, un viejo líder agrario de Putumayo, fue secuestrado en el corredor vial del municipio de Puerto Asís y luego asesinado a tiros. Esa es una de las zonas de ese departamento más castigada por la violencia. Algunos campesinos encontraron su cuerpo, lo cubrieron con una sábana y durante algunas horas fue velado encima de una mesa. Luego, impotente, el mundo social le rindió un sentido homenaje. El país no se dio por enterado.





PRÓLOGO

Ya faltaban tres días para las fiestas del pueblo y aún estaban pendientes varios asuntos logísticos como la consecución de las sillas, el alquiler de los parlantes para la música, los recursos para transportes varios, quién asumiría la venta de las empanadas, en fin… entonces las horas de María, presidenta de la Junta de Acción Comunal, quedaban cortas para terminar de coordinar los preparativos de la fiesta que, sin duda, invadiría de jolgorio y alegría a los habitantes de la cabecera y el área rural, pero además dejaría los recursos para el arreglo de la escuela veredal.

Los días de María eran tan largos como cortas sus noches. El poco sueño sobre su menudo cuerpo con frecuencia le pasaba factura en su espalda y su cintura. Los ungüentos y aguas de yerbas eran suficientes para seguir orientando y alimentando a su familia y a la comunidad que tanto la necesitaban. Ni la luz ni la sombra impedían avanzar en sus labores propias y ajenas.

No pocas veces debió atender tímidos golpes en la puerta de su casa, cuando vecinos y vecinas, a la luz de la luna, la buscaban para afrontar una calamidad doméstica, el desbordamiento de la quebrada y hasta violencia intrafamiliar. En Colombia, donde el Estado no llega, es decir, a gran parte del territorio nacional, las Juntas de Acción Comunal, las Asociaciones de Juntas, los Consejos Comunitarios, los Cabildos Indígenas y otro tipo organizaciones comunitarias son la autoridad política y administrativa, además de luchar por los derechos y reivindicaciones propias de sus habitantes.

Meses más tarde, cuando la oscuridad de la noche era más densa, los golpes en la puerta de la casa de María volvieron a aparecer, pero esta vez fueron frenéticos y sin candidez. Ah, olvidaba decir que a personas como María también les toca afrontar la llegada de grupos armados. Se levantó con los ojos aún nublados por el sueño y un hijo pegado a sus faldas, y abrió la puerta. Desde entonces, la ausencia de su voz, la falta de su carisma y el silencio de sus pasos dejaron el pueblo como sin alma.

¿Quién es un líder social, quién les da ese “estatus”, quién los ubica en ese perfil y cuántos líderes y lideresas sociales hay en el país, por qué los quitan del camino, desde cuándo los agreden…? indagan con frecuencia periodistas e investigadores. Ninguna pregunta tiene una única respuesta. Es más, nadie con solvencia puede disiparlas. Sólo la pluralidad, la diversidad y la multifacética sociedad colombiana pueden dar las pistas para despejarlas. Sin embargo, sí hay algunas certezas indefectibles: por ejemplo, que en Colombia no hay un solo poblado sin líderes sociales, es decir, sin mujeres y hombres que desde que amanece hasta que vuelve a amanecer ayudan a superar la diversidad de problemas de la comunidad, pero también prodigan alegrías y esperanzas. Igualmente, que su criminalización data de tiempos pretéritos, sólo que en el pasado no se analizaba y evidenciaba como ahora. Es cierto que desde entonces se naturalizó su criminalización, especialmente cuando se consideraba el liderazgo social aliado de las guerrillas.

Según el informe Basta Ya, del Centro Nacional de Memoria Histórica, entre 1982 y 2012 se cometieron 150.000 asesinatos selectivos. De estos, 1.227 serían líderes comunitarios y 74 defensores de Derechos Humanos. Sin duda, una cifra mínima, pues allí no entraron miles de líderes sindicales, indígenas, afrodescendientes, estudiantiles, ambientalistas, de mujeres, entre otros. Este subregistro es aún más dramático en relación con las masacres, pues según el mismo estudio y el período mencionado, llegarían a 1.982, con más de 11.000 víctimas, de las cuales ni siquiera se tiene un aproximado de cuántos líderes sociales habrían caído en dichas tragedias colectivas.

A pesar de la dimensión del problema, como país, sólo en los últimos años empezamos a hacer conciencia de esta histórica y cruel realidad que nos ubica en un deshonroso primer lugar. Según el Programa Somos Defensores, entre 2010 y 2019 el número de asesinatos de liderazgos sociales supera ochocientos casos. Esto sin contar otro tipo de agresiones como atentados, amenazas, judicializaciones, robo de información sensible, violencia sexual, desapariciones. Sin duda, una vergüenza humana y moral.

Y mientras esto sucede, como si se tratara de un problema menor, las élites económicas y la clase política, sumergida en sus dinámicas de corrupción, miran para otra parte. Sí, muchos dirán que los gobiernos han respondido para contrarrestar el fenómeno con medidas de protección. De acuerdo, pero lo hacen con política pública blanda, sin dientes, no vinculante, para amortiguarlo pero no para resolverlo, la cual en gran medida está dirigida a fortalecer los mecanismos de protección física y material, vía UNP, entidad que desde su génesis tiene problemas de corrupción y cuestionamiento por el manejo de esquemas de seguridad. El Estado no ha querido tocar el problema de fondo, esto es, generar las garantías para el libre ejercicio de la defensa de los Derechos Humanos, por ejemplo, desmantelar el crimen organizado –paramilitarismo–, identificar los agentes e instituciones del Estado que cohonestan y protegen dicha criminalidad, depuración esos estamentos oficiales, particularmente las Fuerzas Militares.

Precisamente el Acuerdo de Paz entre el gobierno de Juan Manuel Santos y la guerrilla de las Farc-EP dejó un marco de política pública para avanzar en ese sentido, con enfoque de seguridad humana. Lamentablemente el gobierno de Iván Duque lo desconoció y a pesar de simular su aplicación, ninguno de los dispositivos acordados se está implementando.

Pues bien, Ariel Ávila recoge parte de ese panorama a lo largo y ancho de las páginas que componen este libro que bien vale la pena recorrer para encontrar algunas claves de cómo, para las castas políticas tradicionales de varias regiones del país –Urabá, Bajo Cauca antioqueño, Cauca y el Caribe colombiano– ha sido funcional la criminalización de los movimientos sociales, en la medida en que al desaparecer éstos, se quitan del camino esas “piedras en el zapato” molestas para posicionarse como actores hegemónicos en las regiones y así avanzar en el despojo de tierras, la construcción de grandes obras de infraestructura, enriquecimiento ilícito, ejercicio libre de la corrupción, el mantenimiento de alianzas con mafias y narcotraficantes altamente poderosos y mutuamente funcionales a sus intereses, en fin, tener el control total de los territorios.

La línea de tiempo, reconstruida en estas páginas, también nos muestra que todos los gobiernos y el Estado en su conjunto han naturalizado el fenómeno a través de diferentes formas de mostrarlo ante la sociedad. Desconociéndolo en toda su dimensión, negando su sistematicidad, atribuyéndolo a “líos de faldas” o problemas de linderos o peleas personales. Hoy, el gobierno nacional lo atribuye sólo a la actuación de Grupos Armados Organizados (GAO), al narcotráfico y a la minería ilegal. Excluye de las causas la lucha por la tierra, la defensa de los territorios, la resistencia ante la explotación de recursos naturales, los monocultivos legales o agroindustriales y obras de megaestructura y la disputa por planes de vida antagónicos al modelo neoliberal impuesto y establecido, desconociendo la diversidad.

A veces pareciera que nada de esto haya existido, que la estela de vidas truncadas a mitad de camino fuera un triste espejismo inventado por fantásticas mentes que quieren hacerle creer al mundo que en Colombia hubo un conflicto armado, pero que no es cierto y por eso hay que modificar la reconstrucción de la Memoria Histórica que se viene haciendo y entregársela a los victimarios para que la cuenten desde la óptica de los vencedores, como hace hoy el director del Centro Nacional de Memoria Histórica.

Por fortuna, el canto y los pasos de tantas Marías en los distintos rincones del país mantienen el camino sembrado de esperanza y algún día en Colombia, como en otros países, la muerte nos sorprenderá en una cama, de puro viejos.

Diana Sánchez Lara
Directora de la Asociación MINGA Coordinadora del Programa Somos Defensores





CAPÍTULO 1

LA DEMOCRACIA CON SANGRE EN COLOMBIA





LA PROBLEMÁTICA DE VICTIMIZACIÓN A LÍDERES Y LIDERESAS SOCIALES

Los datos más pesimistas hablan de que cada dos días en Colombia es asesinado un líder social, pero los más optimistas dicen que se comete un homicidio cada cuatro días. Algunas cifras hablan de más de seiscientos asesinatos en cuatro años, otros, como los entregados por el Gobierno, hablan de poco más de 350 en ese mismo período. Así que antes de adentrarnos a realizar el diagnóstico sobre asesinatos y victimizaciones de líderes sociales, se deben resolver dos grandes preguntas:

La primera es: ¿Qué es y qué no es un líder social y un defensor de derechos humanos? Nótese que se distingue entre líder social y defensor de derechos humanos.

La segunda es: ¿Cuáles son los mecanismos de recolección de información y datos sobre esas victimizaciones? Esta última hace referencia a los criterios de las autoridades colombianas para filtrar la información sobre estas victimizaciones. Ambas preguntas son importantes para entender la variación en las cifras y las conclusiones que salen de las mismas. Una vez se resuelvan las dos inquietudes, nos adentraremos en el diagnóstico.

Qué es y qué no es un líder social y defensor de derechos humanos: En general hay tres aproximaciones. La primera es la de Naciones Unidas, sistema que además cuenta con un relator especial para los defensores de derechos humanos. Según sus documentos se usa la expresión “defensor de los derechos humanos” para describir a la persona que, individualmente o junto con otras, se esfuerza en promover o proteger esos derechos. Se les conoce sobre todo por lo que hacen y la mejor forma de explicar lo que son consiste en describir sus actividades y algunos de los contextos en que actúan. Los ejemplos que se ofrecen de las actividades de los defensores de derechos humanos no constituyen una lista exhaustiva (Naciones Unidas Derechos Humanos Oficina del Alto Comisionado, 2019).

Por tanto, las actividades de promoción no son homogéneas. Tal vez el mejor ejemplo es que no es lo mismo un activista prodefensa de acceso a la salud de los enfermos de VIH que un activista prodenuncia de casos de tortura y desaparición forzada. “La persona que actúe en favor de un derecho (o varios derechos) humano(s) de un individuo o un grupo será un defensor de los derechos humanos. Estas personas se esfuerzan en promover y proteger los derechos civiles y políticos y en lograr la promoción, la protección y el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales” (Naciones Unidas Derechos Humanos Oficina del Alto Comisionado, 2019).

El ejercicio de la promoción o defensa de derechos variará, igualmente, de acuerdo con el contexto político en que se desenvuelve un defensor. Por ejemplo, defender derechos de minorías sexuales en países donde es ilegal la homosexualidad variará en aquellos países donde es legal el matrimonio entre personas del mismo sexo. Están de por medio factores políticos, religiosos y hasta morales, así como la fortaleza del Estado.

Además, Naciones Unidas agrega: “Los defensores abordan cualquier problema de derechos humanos, que puede comprender desde las ejecuciones sumarias hasta la tortura, la detención y la prisión arbitrarias, la mutilación genital de las mujeres, la discriminación, las cuestiones laborales, las expulsiones forzadas, el acceso a la atención sanitaria o los desechos tóxicos y su impacto en el medio ambiente. Los defensores actúan en favor de derechos humanos tan diversos como los derechos a la vida, la alimentación y el agua, el nivel más alto posible de salud, una vivienda adecuada, un nombre y una nacionalidad, la educación, la libertad de circulación y la no discriminación. Algunas veces defienden los derechos de categorías de personas, por ejemplo, los derechos de las mujeres, los niños, los indígenas, los refugiados y desplazados internos, y de minorías nacionales, lingüísticas o sexuales” (Naciones Unidas Derechos Humanos Oficina del Alto Comisionado, 2019).

Adicional al fenómeno anterior, hay algo interesante en los documentos de la Organización de las Naciones Unidas, ONU. Lo primero es que se entiende que el papel de defensor de derechos humanos se cumple, generalmente, a nivel local, por lo que los factores locales son los que determinan el riesgo de estos defensores: “La mayoría de los defensores de los derechos humanos desarrollan su actividad en el plano nacional o el local, en defensa del respeto de esos derechos en sus propias comunidades y países. En esas situaciones, sus principales homólogos son las autoridades locales encargadas de garantizar el respeto de los derechos humanos en una provincia o el país en su conjunto. Sin embargo, algunos defensores actúan en el plano internacional o el regional” (Naciones Unidas Derechos Humanos Oficina del Alto Comisionado, 2019).

Se debe tener en cuenta que no todas las actividades de un defensor de derechos humanos suponen riesgo y en muchos Estados su activismo es seguro o los niveles de represalia son bastante bajos. En todo caso, Naciones Unidas aprobó su Declaración y se creó la figura del representante especial debido a que en muchos contextos las amenazas eran muy graves y en muchos casos lideradas por agentes estatales.

La última semana de noviembre y la primera de diciembre de 2018 estuvo en Colombia Michel Forst, relator especial para defensores de derechos humanos de Naciones Unidas. En conclusión, él encontró que Colombia es tal vez el país donde los defensores de derechos humanos viven con más zozobra, incluso por encima de países que están en guerra. En su visita manifestó:


“(…) Tenemos muchos testimonios de diferentes lugares y en la mayor cantidad de partes del país uno ve un gran nivel de riesgo para estas personas. Lo que puedo decir es que es mucho más fácil ser un defensor o defensora en las ciudades capitales, como Bogotá y Medellín. Hay menos peligro. Pero cuando uno va donde viven los defensores y defensoras, en lugares apartados, sólo ahí se entiende cuál es el sufrimiento y el dolor de todos los días” (Durán, 2018).



De hecho, en la página oficial de las Naciones Unidas se citó al señor Forst con la siguiente afirmación: “Los defensores y las defensoras de los derechos humanos en Colombia están operando en un entorno coercitivo e inseguro”. Más adelante agregó: “No sólo eso, también son estigmatizados por diversos sectores de la sociedad como guerrilleros, el ‘enemigo interno’, informantes, o personas antidesarrollo”.

Otra de las conclusiones es que:


“En las áreas rurales, donde la ausencia del Estado se junta con una numerosa presencia de grupos armados organizados e ilegales, los defensores y defensoras son un blanco fácil para quienes ven en ellos y en su agenda de derechos humanos un obstáculo para sus intereses –advirtió el relator–. Me sorprendió saber que por cien dólares podías ‘salirte con la tuya’, o al menos contratar un asesino a sueldo (sicario)” (Naciones Unidas Oficina del Alto Comisionado, 2018).



Estas afirmaciones de Forst permiten concluir dos cosas. Por un lado, la victimización y los riesgos en materia de seguridad no sólo provienen de actores ilegales: Tal vez la mayor preocupación se refiere a agentes institucionales. Las lógicas del enemigo interno, la estigmatización o acusaciones por parte de agentes estatales son unos de los principales riesgos. Por otro lado, queda claro que la responsabilidad del Estado está tanto por lo que hace como por lo que deja de hacer. La incapacidad para copar zonas dejadas por la exguerrilla de las Farc dejó a los defensores de derechos humanos muy vulnerables.

Ahora bien, para Naciones Unidas no hay una definición clara de líder social. Su enfoque está en la categoría de defensor de derechos humanos. En todo caso, la definición de la ONU manifiesta que el papel del defensor se da no sólo en la fase de denuncia de violación de algún derecho, sino también en el rol de promotor y defensor de comunidades y derechos. Esto significa que el riesgo no sólo está dado por el papel de denunciar comportamientos o situaciones sociales, sino por el solo hecho de estar en una posición social.

Una segunda definición está dada por la Defensoría del Pueblo. Para ellos no hay una diferenciación entre defensor de derechos humanos y líder social. Igualmente, la identificación de un líder social viene dada por el rol que juega en una comunidad y no por un cargo en una institución u organización social. Al respecto se dice: “Una persona defensora de Derechos Humanos o líder social es en sí misma una persona constructora de paz, democracia, país y sociedad. En Colombia, especialmente en los sectores populares tanto rurales como urbanos, donde la presencia diferenciada del Estado es evidente, el papel de estos liderazgos se torna fundamental en la medida en que hace el puente entre las comunidades y las instituciones estatales y gubernamentales en la reivindicación de sus derechos. Así lo han reconocido en varios documentos la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en Colombia (OACNUDH) (Defensoría del Pueblo, 2019).

La Defensoría del Pueblo se apoya en el informe del relator especial de Naciones Unidas de julio de 2018. Manifiesta: “14. Pese a que la Declaración es conocida comúnmente como la Declaración sobre los Defensores de los Derechos Humanos, es importante recordar que la expresión ‘defensor de los derechos humanos’ no aparece en el texto. Los derechos que figuran en ella corresponden a todos los seres humanos, a todos nosotros, no a una élite o clase profesional privilegiada. Como han puesto de relieve los informes recientes del relator especial, estos derechos corresponden a los individuos, los grupos y los movimientos sociales sin distinciones, independientemente de si las personas deciden registrar una asociación o de si pueden hacerlo o no; de su ubicación urbana o rural; del objeto, público o privado; de sus actividades de promoción; de los asuntos relativos a los derechos humanos que les suscitan interés; de su nacionalidad, su estatus migratorio o su género, entre otros factores. Todas las personas son defensoras de los derechos humanos cuando toman las riendas del proyecto de derechos humanos por medios pacíficos” (Defensoría del Pueblo, 2019).

Por tanto, es claro que no se debe ser representante legal de una fundación, presidente de Junta de Acción Comunal (JAC) o director de una organización para que se considere defensor de derechos humanos o líder social. Al final, la Defensoría del Pueblo dice que para ellos “…una persona defensora de los derechos humanos es alguien que cumple los criterios establecidos en las declaraciones de ONU y OEA (CIDH); adicional a ello hay personas defensoras que además de su activismo, son reconocidas como líderes de una organización, comunidad, colectividad o grupo humano, ya que el acto mismo de defender los derechos de otros, tomar acciones en tal sentido y asumir la vocería por otros pone a esta persona en un lugar de liderazgo, el cual muchas veces dista de la simple designación de un cargo en una organización social. En definitiva, la identificación de una persona defensora de derechos humanos o líder social estará estrictamente ligada con su trabajo verificable en la defensa de uno o varios derechos humanos y/o su liderazgo reconocido por una comunidad, organización, colectivo o institución a favor del acceso a los derechos de dicha comunidad” (Defensoría del Pueblo, 2019).

Un trabajo reconocido por la comunidad y no sólo la membresía institucional es el criterio para considerar a una persona líder social. Pero van un poco más allá, también funcionarios o servidores públicos se consideran dentro de esta categoría, por ejemplo, personeros, defensores comunitarios o investigadores del Sistema de Alertas Tempranas (SAT), o incluso jueces o conciliadores en equidad podrían ser considerados líderes sociales.

Pero no sólo una persona puede ser considerada un defensor de derechos humanos; también grupos de personas o colectivos. Para ello, la Defensoría del Pueblo determina que existen tres tipos de colectivos:

• Organizaciones plenamente constituidas ante la ley colombiana cuya labor sea el trabajo social y/o defensa de los derechos de una comunidad o pueblo.

• Colectivos de personas no constituidos legalmente como organización, pero cuyo ejercicio verificable sea el trabajo social y/o defensa de los derechos de una comunidad o pueblo.

• Comunidades de personas organizadas en torno a la defensa de sus derechos fundamentales (Defensoría del Pueblo, 2019). En tercer lugar, tal vez, desde la sociedad civil, los que mayor

experiencia tienen en el seguimiento a la victimización y la situación de seguridad de líderes sociales es el programa ‘Somos Defensores’. El Programa no gubernamental de protección a defensores de derechos humanos ‘Somos Defensores’ nació de una alianza de organizaciones como Asociación MINGA, Benposta Nación de Muchachos-Colombia, CINEP y Comisión Colombiana de Juristas, teniendo en cuenta la experiencia y las lecciones aprendidas de distintas colectividades que realizaban cabildeo y trabajo de exigencia de garantías políticas al gobierno nacional para defensores de derechos humanos. Esto, con el fin de reafirmar el ejercicio de “procura de mecanismos legales e institucionales que afirmen el derecho a defender –reconocido en la Constitución del 91 y en el derecho internacional público de los derechos humanos–” (Programa Somos Defensores, 2008, pág. 4).

‘Somos Defensores’ cuenta con un Sistema de Información sobre agresiones contra personas defensoras de derechos humanos en Colombia (SIADDHH) desde el año 2006, cuyo propósito es documentar, investigar y sistematizar los múltiples casos de agresiones contra defensores y defensoras de derechos humanos.

El SIADDHH entiende por defensor y defensora de derechos humanos “cualquier persona o grupo que se dedica a la defensa, la promoción, el respeto y la protección de los derechos humanos en los ámbitos nacional e internacional y que además trabaja por la eliminación efectiva de las violaciones a los derechos humanos en los planos nacional, regional o local, tal como lo reconocen la Declaración de Naciones Unidas sobre Defensores de Derechos Humanos y la Resolución de la Organización de Estados Americanos (OEA)” (Programa Somos Defensores, 2017, pág. 14).

En esta concepción se recogen las categorías de personas defensoras de derechos humanos y con ejercicio de liderazgo social; si bien no todos los defensores son líderes sociales1, todos los líderes sociales sí son defensores de derechos humanos.

Esta categoría cuenta con distintos tipos de perfiles de liderazgo social:

a. “Defensor(a) o líder(esa) comunal: Directivos(as) de JAC o Juntas Administradoras Locales (JAL) o Asociaciones de JAC”.

b. “Defensor(a) o líder(esa) comunitario(a): líderes que trabajan por la promoción, el respeto y la protección de los derechos humanos de comunidades vulnerables, sin pertenecer a JAC o JAL. En muchos casos estos líderes pertenecieron a este tipo de formas organizativas y continúan su ejercicio de liderazgo en la comunidad, así como la vocería de dichas comunidades. Igualmente, directivos(as) y líderes de fundaciones o asociaciones que trabajan a favor de comunidades vulnerables en ámbitos mayormente urbanos”.

c. “Defensor(a) o líder campesino o agrario: Líderes que trabajan por la promoción, el respeto y la protección de los derechos humanos de comunidades rurales campesinas y el derecho a defender el territorio; igualmente, líderes que asumen la defensa de sus propios procesos de restitución de tierras (Ley 1448) y además lideran a otras familias o reclamantes en dicha lucha”.

d. “Defensor(a) o líder(esa) de mujeres: Líderes de procesos o colectivos de defensa de los derechos de las mujeres. Pueden ser hombres y mujeres”.

e. “Defensor(a) o líder(esa) afrodescendiente: Directivos de Consejos comunitarios afrodescendientes, autoridades tradicionales del pueblo afro o líderes que trabajan por la promoción, el respeto y la protección de los derechos de comunidades negras o las negritudes en Colombia; afrodescendientes en proceso de formación para ejercer liderazgo o en prácticas tradicionales para la defensa de la cultura propia y el territorio”.

f. “Defensor(a) o líder(esa) indígena: Autoridad Tradicional Indígena de resguardos, cabildos y toda forma de organización indígena; médicos tradicionales; guías, maestros o sacerdotes espirituales indígenas; miembros de la guardia indígena; indígenas en proceso de formación para ejercer liderazgo o en prácticas tradicionales para la defensa de la cultura propia y el territorio”.

g. “Defensor(a) o líder(esa) sindical: Directivos(as) de cualquier tipo de asociación sindical”.

h. “Defensor(a) o líder(esa) DESCA: Líderes que trabajan por la promoción, el respeto y la protección de los derechos ambientales; activistas ambientales asociados o no a organizaciones de tal fin, pero con reconocimiento de comunidades en resistencia. Ambientalistas con trabajo autónomo en la defensa del medio ambiente con trabajo reciente y corroborable. Líderes que trabajan por la promoción, el respeto y la protección de los derechos culturales de cualquier pueblo o comunidad en Colombia. Líderes que trabajan por la promoción, el respeto y la protección de los derechos de las poblaciones que practican la minería artesanal y que no afecta el medio ambiente”.

i. “Defensor(a) o líder(esa) de víctimas o desplazados: Líderes que trabajan por la promoción, el respeto y la protección de los derechos de las víctimas del conflicto armado inscritas o no en registros estatales”.

j. “Defensor(a) o líder(esa) LGBTI: Líderes que trabajan por la promoción, el respeto y la protección de los derechos de lesbianas, gais, transexuales, bisexuales, intersexuales o cualquier otra orientación de género”.

k. “Defensor(a) o líder(esa) juvenil o de la infancia: Líderes que trabajan por la promoción, el respeto y la protección de los derechos de los niños, niñas, jóvenes y adolescentes”.

l. “Defensor(a) o líder(esa) estudiantil o educador(a): Líderes que trabajan por la promoción, el respeto y la protección del derecho a la educación”.

m. Comunicador(a) defensor(a) de derechos humanos: Comunicador social, periodista (graduado o no) que mediante su trabajo periodístico contribuye consciente y premeditadamente a la promoción, el respeto y la protección de los derechos humanos.

n. Abogado(a) defensor(a) de derechos humanos: Abogado (en ejercicio) que mediante su trabajo contribuye consciente y premeditadamente a la promoción, el respeto y la protección de los derechos humanos.

o. Activista de derechos humanos: Activista en derechos humanos que con su trabajo diario en una ONG de derechos humanos contribuye a la promoción, el respeto y la protección de los derechos humanos.

Tras un nuevo análisis y ajuste conceptual realizado durante el año 2019, el número de perfiles se redujo a once, a saber:

- Líder comunal

- Líder comunitario

- Líder campesino

- Líder de mujeres

- Líder afrodescendiente

- Líder indígena

- Líder sindical

- Líder ambiental

- Líder de víctimas

- Líder LGBTI

- Líder académico

- Activista de derechos humanos

Resuelto entonces el concepto de defensor de derechos humanos y líder social en Colombia, ahora se debe resolver la pregunta sobre la forma como en general son recogidos los datos. La variación en los números puede ser producto de la metodología utilizada para la recolección de datos, o también de diferencias conceptuales.

La Defensoría del Pueblo tiene, tal vez, el mecanismo más sólido de recolección de información basado en todas las regionales de la entidad. En lo fundamental en el interior de la institución se dan tres mecanismos de recolección de información. En primer lugar, el SAT, que en el país tiene 47 investigadores que diligencian unos instrumentos internos. Cada uno de ellos no sólo debe dar cuenta de todas las circunstancias que determinaron un hecho, sino que debe existir una triangulación en tiempo real para garantizar la objetividad de lo comunicado. Se monitorean hechos y conductas que configuren una amenaza a la población civil.

Así, los miembros del SAT hacen visitas en terreno, están en permanente comunicación con las comunidades y en caso de que la información llegue vía telefónica, triangulan la información y luego del reporte deben volver al territorio. Hay un reporte inicial y luego con visita confirman la información.

Además, existe un segundo instrumento de informe de comisión misional en el que no se trata de referenciar las entrevistas sino de hacer análisis de contexto del territorio, de grupos poblacionales, de dinámica institucional y contexto de dominio o disputa entre ilegales, entre otras.

Con la información disponible y luego de un análisis, se identifican las tendencias territoriales a nivel de macrorregión. La Defensoría del Pueblo con sus 38 regionales, una por departamento más las de Apartadó –que cobija la zona del Urabá–, Barrancabermeja –para la región del Magdalena Medio–, Bogotá –para la región centro–, así como las de Tumaco, Buenaventura y Ocaña, ha creado una distribución nacional de siete macrorregiones para cada una de las cuales hay un diagnóstico de dinámicas. De ahí salen las advertencias y posteriormente las alertas.

Se debe señalar que desde la firma del Acuerdo de Paz, a finales de 2016, la Defensoría del Pueblo tiene autonomía para emitir las Alertas Tempranas tramitadas por la comisión Intersectorial.

Para finalizar, luego de cada Alerta existe la denominada Acción de seguimiento, que evalúa la evolución del riesgo y la respuesta estatal respecto de las recomendaciones de las Alertas Tempranas. En fin, la recolección de información es un mecanismo bastante sólido.

Por su parte, ‘Somos Defensores’ tiene el otro mecanismo más robusto de recolección de datos. Al principio, en los albores de su creación, la fuente de información eran los casos reportados y atendidos por el propio Programa, por la revista Noche y Niebla del Banco de datos del CINEP y por la base de datos de la Comisión Colombiana de Juristas.

Posteriormente, en 2008, se inició un ajuste metodológico en cuanto a la conceptualización, que tuvo en cuenta que “el perfil de los defensores ha cambiado de acuerdo con: los derechos que defienden, las actividades que desarrollan, los procesos colectivos que integran y la temporalidad en el trabajo de defensa”. Para 2011, el SIADDHH ya era una fuente sólida de información y un referente nacional luego de que en 2009 se incluyeron distintas tipologías y definiciones para complementar el marco conceptual construido.

Según lo presenta el mismo Programa, en 2017 el Sistema ya era reconocido como uno de los principales acervos de información referente a la victimización contra defensoras y defensores de derechos humanos, contando con alianzas con observatorios y plataformas de la sociedad civil, así como instituciones del Estado para el contraste y la confirmación de datos.

Al igual que otras instituciones, el Programa tiene unos protocolos metodológicos y conceptuales para el registro y la sistematización de la información recabada, la cual tiene un paso a paso, a saber:

• El equipo del Programa realiza una consulta a fuentes abiertas como son la prensa y comunicados de las organizaciones, sobre todo para casos de asesinatos, que es de los tipos de victimización que más se conocen. No obstante, el Programa cuenta con alianzas estratégicas con organizaciones territoriales que permiten contrastar esta información y también dar a conocer casos de victimización.

• Además, a partir de un trabajo mancomunado con organizaciones que hacen parte del CINEP, para el registro de las agresiones distintas al asesinato, que generalmente son los casos a los que no se tienen acceso de información. Estos datos se incluyen en un Excel y de ahí pasa al sistema de información SIVEL propio del CINEP, que cuenta con categorías más amplias sobre Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario.
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